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INFORME No. DFOE-AM- 22/2004

12 de  noviembre, 2004

DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA.

ÁREA DE SERVICIOS AGROPECUARIOS Y DE MEDIO AMBIENTE.

INFORME SOBRE LOS RESULTADOS DEL ESTUDIO DEL PRESUPUESTO 

ORDINARIO DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE PESCA Y ACUACULTURA

 (INCOPESCA) PARA EL AÑO 2005.

1.
INTRODUCCIÓN.

1.1. Origen del estudio.

Con fundamento en las atribuciones conferidas a la Contraloría General de la República en el artículo 184 de la Constitución Política de la República de Costa Rica, 18 de su Ley Orgánica  Nro. 7428 y otras leyes conexas, se ha procedido a analizar el presupuesto ordinario y su correspondiente plan anual operativo para el ejercicio económico  2005 presentado por el Instituto Costarricense de Pesca y Acuacultura.

1.2.
Alcance del estudio.

Para el análisis respectivo, se han tenido a la vista los siguientes documentos: el presupuesto ordinario y el plan anual operativo que fueron aprobados por la Junta Directiva según consta en acta ordinaria Nro. A.J.D.I./56-2004 de fecha 29 de setiembre de 2004, dichos documentos corresponden al ejercicio económico que va desde el 1º de enero al 31 de diciembre de 2005, y fueron remitidos con el oficio Nro.PEP-1047-09-2004 de fecha 30 de setiembre de 2004.

La verificación del cumplimiento del bloque de legalidad en el plan operativo anual y el presupuesto se fundamentó en las certificaciones remitidas por ese Instituto; por lo que la veracidad de su contenido es responsabilidad de los funcionarios que las emitieron.

El estudio se realizó de acuerdo con la normativa jurídica aplicable según las circunstancias, las directrices de política presupuestaria dictadas por el Poder Ejecutivo, con la normativa técnica que rige la materia y la emitida por la Contraloría General de la República, según su competencia.

2.
RESULTADOS.

2.1.
PRESUPUESTO ORDINARIO.

2.1.1.
Aprobaciones. 

a)
Esa entidad presentó una propuesta de ingresos  por un monto de ¢1.127.153.040.00 y de egresos por el mismo monto.  Después del análisis realizado se aprueba el presupuesto por la suma de ¢1.032.660.688.00, en vista de que se imprueban  recursos por  un monto de ¢94.492.352.00.

b)
Se aprueba el ingreso por concepto de transferencia del Gobierno Central, por un monto de ¢595.000.000.00 con base en el “Proyecto de  Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2005”; no obstante, si en esa   Ley se incorporara una suma diferente a la autorizada por esta Contraloría General, deberán remitir para  trámite un presupuesto extraordinario con los ajustes correspondientes, en el primer trimestre del año 2005.

c)
Se aprueban las dietas a los directores de la Junta Directiva, por un monto de ¢18.942.00 cada una, con base en el Decreto Ejecutivo Nº31566-MAG-H  vigente, publicado en La Gaceta Nº 245 del 19 de diciembre de 2003, por lo que la diferencia presupuestada de más en la subpartida “dietas”, se autoriza como una provisión, que podrá ser utilizada en el caso de que el Ministerio de Agricultura y Ganadería emita un nuevo decreto en el cual se incremente el monto señalado, que deberá ser comunicado por ese Instituto a esta Contraloría General.

d) 
En relación con la partida “honorarios, consultorías y servicios contratados”, únicamente se aprueba un monto de ¢342.400.00 para la asesoría por servicios de mercadeo  y extensión y capacitación, un monto de ¢500.000.00  para las contrataciones de servicios para inscripciones, traslados de acuerdo con la información suministrada en la página 14  del presupuesto. La diferencia que resulta se imprueba con fundamento en la  falta de  información detallada de los otros servicios a contratar con los montos respectivos y deberá trasladarla a la partida de asignaciones globales; por lo que debe quedar claro que no se autoriza ningún gasto por concepto de consultorías y honorarios distinto a lo detallado en la citada página.  

 d) 
El contenido presupuestario considerado en “prestaciones legales”, se aprueba  en el entendido de que su ejecución se ajustará a lo dispuesto en el marco jurídico que regula la materia, aspecto que queda librado a responsabilidad de la Administración de ese Instituto. 

2.1.2.
Improbaciones. 

a)
Se imprueba el ingreso por concepto de Derechos de Pesca de Atún, y su aplicación por un monto de ¢88.492.352.00; por  cuanto no envían información que justifique que ese ingreso va a ser efectivo durante el año 2005; lo anterior en vista de que en el informe de ejecución presupuestaria al 30 de setiembre de 2004 de ese  Instituto, no se refleja ingreso alguno por ese concepto, a pesar de que una cifra similar fue considerada en el presupuesto ordinario para el año 2004.

b)
Se imprueba el ingreso por la suma de ¢ 6.000.000.00 del renglón denominado “superávit específico” correspondiente al  “aporte a convenio INCOPESCA - JAPDEVA” y su respectiva aplicación,  por cuanto se determinó que dicho monto no se puede considerar como financiamiento asegurado; a pesar de que está presupuestado por JAPDEVA  para el año 2004, aún no ha sido girado, por consiguiente no se puede hacer referencia a un superávit de un ingreso que aún no se ha recibido. La situación descrita es contraria a lo que establece el artículo 18 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.

c)
Se imprueba la diferencia salarial mensual de ¢18.847.00 asignada al puesto de  Presidente Ejecutivo, por cuanto el salario que le corresponde de conformidad con la Resolución AP-36-04 es de ¢1.312.793.00 y no ¢1.331.640.00 por lo que deberán trasladar a la partida de asignaciones globales las sumas que correspondan, de la subpartida  sueldos para cargos fijos y de las otras subpartidas que se afectan por estar en relación directa con ella.

 En vista de la situación señalada se dispone que esa administración realice  las gestiones que correspondan a efecto de que se reintegren las sumas que se hayan pagado de más en el periodo 2004  y nos informen sobre el particular.

d)
Se imprueba la  provisión  para eventuales incrementos generales de salarios que se consideró en la partida de servicios personales por cuanto esa Administración no ha cumplido con la remisión a esta Contraloría General de las relaciones de puestos actualizadas, con las explicaciones correspondientes y los acuerdos respectivos de la Junta Directiva en el mes en que se hicieron efectivos los incrementos generales de salarios correspondientes a los años  2003 y 2004; lo cual se solicitó de acuerdo con  lo dispuesto en el punto 4, inciso d) de la circular Nº5126, remitida a ese Instituto mediante el oficio Nº11842 del 5 de noviembre de 1998. La situación descrita es inconveniente por cuanto a la fecha no cuenta esta Contraloría General con una relación de puestos actualizada. 

 El cumplimiento de lo anterior constituye una condición necesaria para su aprobación; por lo anterior deberán trasladar las sumas que correspondan a  la partida de  “asignaciones globales”,  y su ejecución queda condicionada al  trámite de una modificación presupuestaria ante esta Contraloría General, previo a que se hagan efectivos los incrementos salariales que puedan ser decretados  para el primero y segundo semestres del año 2005.

e)
Se imprueba un monto de ¢132.393.090.00 por concepto de “otros servicios no personales” por falta de justificaciones, considerando su importancia por el monto asignado; ya que es uno de los gastos mas elevados después de los servicios personales y sus respectivas cargas sociales; por lo que deberán trasladar dichos recursos a la partida de asignaciones globales.

f)
Se imprueba la suma de ¢292.240.27 presupuestada de más,  por concepto de cuota a organismos internacionales,  de acuerdo con el oficio NºDPGC-2440-2004-CI del 17 de setiembre de 2004 de la Tesorería Nacional, Area de Gestión de Pagos, Ministerio de Hacienda, que indica que la suma que debe pagar ese Instituto es  de ¢657.759.73; por lo que el monto improbado se debe trasladar a la partida de asignaciones globales. 

g)
Se imprueba el monto de ¢4.000.000.00 de la subpartida indemnizaciones  de conformidad con lo dispuesto en la  circular Nº10188 del 7 de setiembre de 1990, de esta Contraloría General, y con base en las justificaciones aportadas tanto en la página 18 del documento presupuestario como en el punto 5. de la “certificación de verificación de requisitos mínimos del bloque de legalidad que debe cumplir el presupuesto inicial...”, en vista de que los gastos ahí citados, no cumplen con los requisitos de estar respaldados en sentencias judiciales y contar con una certificación extendida por el órgano jurisdiccional competente o certificación de un notario  que indiquen que se encuentran firmes, o fotocopias del expediente judicial certificadas de que son copia fiel. 

En relación con el pago de vacaciones que también se menciona como parte de la citada subpartida indemnizaciones en las explicaciones aportadas, esta Contraloría General da por entendido que ese gasto correspondería en caso de despido, el cual debe estar contemplado en  la  subpartida de prestaciones legales que se aprobó por un monto de   ¢6.000.000.00; según lo indicado en el punto 2.1.1 d) de este informe.
    

Todos los ajustes que se deben realizar con motivo de las improbaciones señaladas en los incisos anteriores, deberán reflejarse en el primer informe de ejecución presupuestaria, del periodo 2005, con las explicaciones pertinentes. 

2.2. ESTRUCTURA BÁSICA DEL PLAN ANUAL OPERATIVO. 



De acuerdo con lo dictaminado por el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica-MIDEPLAN, mediante el oficio NºDM-1195-2004 del 18 de agosto de 2004, con respecto a la Matriz de Desempeño Institucional establecida en la Estructura básica del plan anual operativo de ese Instituto para el año 2005, en el sentido de que se encuentra parcialmente vinculada con lo establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006,  y considerando además que se ha analizado una propuesta de modificación al Plan Nacional de Desarrollo y los ajustes respectivos a la Estructura Básica del Plan Anual Operativo de ese Instituto para el año 2005, según oficio de MIDEPLAN NºDM-1512-04 del 29 de setiembre de 2004, y que ya han remitido las matrices corregidas a MIDEPLAN, según lo comunicado en el oficio de ese Instituto NºFSP-106-2004  del 27 de octubre de 2004, se les solicita que una vez que cuenten con el dictamen final de ese Ministerio se remita a esta Contraloría General  la información correspondiente. 

2.3. OTROS ASUNTOS IMPORTANTES ESTUDIADOS.



a)

La justificación de los ingresos, para la presentación de futuros documentos presupuestarios, deberá presentarse para cada uno de los renglones y separar los datos que contienen los cuadros  que se remitieron  en la páginas de la 36 a la 39 a efecto de justificar cada uno de los ingresos por separado, por ejemplo  lo  que corresponde a “licencia de caza y pesca”, “derechos de pesca de atún” ,“servicios varios”, “venta de otros servicios”, los cuales vienen mezclados en un mismo cuadro. Esto será un requisito indispensable para la aprobación de ingresos que presupuesten en el futuro.




b)

Los incentivos salariales, por objeto del gasto se deben reflejar en la partida de servicios personales en  la subpartida  “otros incentivos”;  ya que el detalle correspondiente debe aparecer  en la relación de puestos; en el caso de las justificaciones éstas si se deben especificar para cada uno de los incentivos que se reconocen en ese Instituto, con las explicaciones del caso.  De acuerdo con lo anterior  y con el propósito de mantener actualizados los registros que lleva esta Contraloría General, es necesario que nos remitan el detalle de todos y cada uno de los incentivos salariales que se están reconociendo en ese Instituto, así como el fundamento legal de cada uno de ellos y a cuales puestos de ese  Instituto se le están reconociendo. 



De manera especial con respecto al pago de prohibición, se indica que debido a las  implicaciones que en materia presupuestaria tiene lo dispuesto en los artículos 14 y 15 de la Ley Nº8422
 que aplica un régimen de inhibición al ejercicio liberal de la profesión para algunos funcionarios públicos y en consecuencia establece la compensación económica correspondiente conocida como “Prohibición”; la Administración de esa entidad debe realizar las verificaciones del caso con el fin determinar si procede reforzar el contenido presupuestario existente en esta subpartida, así como determinar a cuáles de los funcionarios citados en dicho artículo 14 le aplica el régimen de prohibición indicado, lo cual deberá ser informado a esta Contraloría General. 



En relación con el tema se debe tener presente que el  régimen de prohibición se caracteriza por un  impedimento legal para que el funcionario público ejerza en forma liberal la profesión, de modo que el funcionario no tiene ese ámbito de decisión que caracteriza al régimen de la dedicación exclusiva: obligatoriamente está sujeto a lo dispuesto en la ley. En virtud de su naturaleza jurídica, bien puede decirse que la prohibición es inherente a la relación de servicio público.”
. Además se tiene que precisamente, la obligatoriedad que caracteriza la prohibición es uno de los elementos que distingue esa figura de la dedicación exclusiva. Así, mientras la última surge de un convenio entre el servidor y la Administración, la primera –al estar prevista en una norma, generalmente de rango legal– resulta de obligatorio acatamiento para los servidores que se encuentren dentro de los supuestos que ella prevé. Sobre este tema, la Sala Constitucional ha dicho: 

"No se ha producido por parte de las autoridades recurridas violaciones a los principios constitucionales de igualdad y debido proceso, o que exista un incumplimiento de deberes de la función pública, en perjuicio de la recurrente, toda vez que el contrato de dedicación exclusiva, solicitado por la recurrente en su beneficio, se trata de un convenio de naturaleza facultativa, cuyo pago a diferencia de la ‘Prohibición’ que hace la Administración a un servidor, y que constituye una compensación económica –que conforma el salario– para retribuirle la imposibilidad que dicta la Ley –no el contrato de trabajo– de ejercer su profesión en forma liberal, la cual opera automáticamente y no está dentro de las facultades del funcionario solicitarla o renunciar a ella, ni tampoco puede la Administración otorgarla en forma discrecional, en otras palabras, es consubstancial –de individual esencia y naturaleza con otro– a la relación de trabajo por disposición de la ley, es decir inherente a la relación de servicio; en tanto, el pago por ‘Dedicación Exclusiva’, por el contrario, no tiene como base su otorgamiento, necesariamente, en la ley, sino que resulta del acuerdo entre la Administración y el servidor, es decir, implica la concesión de un beneficio que puede ser pactado o no por las partes, pudiendo subsistir la relación de servicio con o sin ella, por ser ese extremo un elemento ajeno a las prestaciones esenciales que conforman la contratación laboral" (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Sentencia n.° 2795-97 de las 10:48 del 16 de mayo de 1997). 

En vista de lo anterior es necesario que la Administración de esa Entidad proceda a aplicar el nuevo incentivo salarial obligatorio para el ejercicio económico de 2005, de modo que a los funcionarios que ocupan los puestos referidos en el artículo 14 citado y que gozaban del régimen de dedicación exclusiva se les sustituya por el de prohibición y quien no gozaba de este régimen lo acoja en los términos antes indicados.

c)

La justificación de los egresos mezcla necesidades de la Institución con posibilidades reales de ejecución de acuerdo con los recursos asignados a las diversas partidas y subpartidas de gastos (por ejemplo  los  casos de Maquinaria y Equipo, y  Construcciones, adiciones y mejoras); razón por la cual es necesario que se elimine esta distorsión y que se justifique solamente el gasto que se estima realizar en el año 2005, conforme al ingreso que se espera  obtener. La información ajustada deberá ser remitida a esta Contraloría General en el próximo mes de enero. 



3.
CONCLUSIONES.

Del estudio realizado se tiene que el presupuesto ordinario del año 2005 del INCOPESCA se aprueba parcialmente por un monto de ¢1.032.660.688.00.

La información suministrada por dicho Instituto presentó  omisiones importantes, que  provocaron algunas improbaciones de ingresos y gastos.  Ante la situación señalada esta Contraloría General insiste en la necesidad de que esa Administración tome acciones efectivas realizando los esfuerzos que resulten necesarios para evitar su reincidencia y cumplir de esa manera lo dispuesto en la norma 5.2 del “Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización”; el cual indica que el control interno debe contemplar los mecanismos necesarios para  asegurar la confiabilidad, calidad, suficiencia, pertinencia y oportunidad de la información que se genere y comunique.

La ejecución del plan anual operativo y del presupuesto es responsabilidad del jerarca  y de los titulares subordinados de ese Instituto, que deben realizarla con estricto apego al bloque de legalidad y ajustada a la programación  previamente establecida.

4.
DISPOSICIONES.

4.1
A la Junta directiva.


Emitir las instrucciones pertinentes para que se remita, a esta Contraloría General; en el mes de enero de 2005 el presupuesto ordinario  debidamente ajustado de conformidad con la improbaciones señaladas en los puntos 2.1.2 incisos a), b), c), d),e), f),  y g) y lo indicado en el punto 2.3 incisos  b), y c), con el visto bueno de ese órgano colegiado a dichos ajustes.


4.2
A LA PRESIDENCIA EJECUTIVA.



Remitir a más tardar el 31 de enero  de 2005 la relación de puestos actualizada de acuerdo con la improbación efectuada en el punto 2.1.2 inciso c), así como el acuerdo de la Junta Directiva donde conste dicha aprobación.

� Ley No 8422. Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública. Publicada en la Gaceta No. 212 de 29 de octubre de 2004.


�  SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, resolución 2000-00444 de las 16:51de 12 de enero de 2000.





